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Ref. Exp.: 11001-02-04-000-2012-00613-01
Se decide la impugnación interpuesta contra el fallo de tutela proferido el veintinueve de marzo de dos mil doce por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia.
I. ANTECEDENTES
A. La pretensión

En el libelo introductorio de la presente acción, el ciudadano Jimmy Zapata Salinas solicitó el amparo de su derecho al debido proceso que considera vulnerado por la autoridad judicial en contra de la cual dirige su reclamo, al proferir en su contra resolución de acusación, desconociendo la prohibición constitucional de doble juzgamiento por los mismos hechos. 
En consecuencia, pretende que se ordene a la Fiscalía revocar la aludida providencia y decretar la preclusión de la investigación.
B. Los hechos

1. El 28 de septiembre de 2011, la Fiscalía Cuarta Especializada de la Unidad contra Bandas Emergentes, profirió resolución de acusación en contra del accionante como presunto autor responsable de los delitos de concierto para delinquir y extorsión agravada. [Folio 61, cuaderno 1]

2. En dicho auto, el ente instructor dispuso excluir la prueba de reconocimiento fotográfico por haberse recaudado de forma ilegal. [Folio 5]

3. Contra la resolución dictada, el sindicado interpuso recurso de apelación, el cual fue decidido el 30 de noviembre de 2011 por el Fiscal 72 delegado ante el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, que confirmó lo resuelto en primera instancia.  [Folio 90, cuaderno uno]
4. El Juzgado Especializado Adjunto de Santa Marta se encuentra conociendo un proceso penal seguido en contra del tutelante por el delito de concierto para delinquir, que, según este, tiene como sustrato los mismos hechos que son investigados por la Fiscalía Especializada. [Folio 5]
5. Proferida la resolución de acusación controvertida por el procesado, la etapa de juicio se cumplirá ante el Juzgado Único Penal del Circuito de Santa Marta, el cual señaló el 18 de mayo de 2012 como fecha para realizar la audiencia preparatoria. 

6. El procesado considera que el ente acusador conculcó el derecho fundamental invocado porque no atendió el principio de non bis in idem, pues lo investiga por hechos que están siendo juzgados por el Juzgado Especializado Adjunto de Santa Marta; además, al excluir por ilegal la prueba de reconocimiento fotográfico, no podía emitir resolución de acusación, toda vez que ya no había señalamiento directo en su contra, a lo que agrega que la instrucción se prolongó por más de tres años, razones por las cuales instauró la presente queja constitucional. 

C. El trámite de la primera instancia

1. El 16 de marzo de 2012 se admitió la acción de tutela y se ordenó la notificación a todos los intervinientes en la investigación penal, para que ejercieran su derecho de defensa. [Folio 49, cuaderno 1]

2. La Fiscalía Cuarta Especializada de la Unidad contra Bandas Emergentes solicitó denegar el amparo, porque los hechos aducidos como fundamento de la acción se pueden alegar ante el juez de la causa. [Folio 62, cuaderno 1]
La Fiscalía Setenta y Dos Delegada ante el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cundinamarca, se limitó a remitir copia de la decisión emitida, sin referir a los hechos en que el accionante fundó su petición de amparo. [Folio 90, cuaderno 1]   

3. En sentencia de 29 de marzo último, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, negó el amparo invocado, por cuanto en el proceso adelantado contra el tutelante se puede discutir la presunta violación del principio constitucional que este afirma quebrantado. [Folio 98, cuaderno 1]



4. Inconforme con la decisión, el promotor del trámite constitucional la impugnó, lo que explica la presencia de las diligencias en esta sede.
II. CONSIDERACIONES

1. Cuando el artículo 86 de la Carta Política creó la acción de tutela como un procedimiento preferente y sumario al alcance del ciudadano, para reclamar la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales en caso de que éstos fueran vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, lo hizo bajo la insoslayable premisa de que no dispusiera el afectado de “otro medio de defensa judicial”, salvo que la acción se utilizara como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

En ese orden, debe recordarse que el amparo constitucional se caracteriza por la prevalencia del principio de subsidiariedad ya que sólo procede ante la ausencia de un instrumento jurídico eficaz para la salvaguarda oportuna del derecho objeto de violación o amenaza, y por lo tanto, no puede considerársele como un mecanismo alternativo o adicional del presunto afectado con la vulneración, pues su finalidad no consiste en reemplazar los trámites establecidos por el legislador para la protección de los derechos de los ciudadanos.



En armonía con esos postulados, el artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, que regula la acción de tutela, estableció las causales de improcedencia, entre las cuales se destaca la existencia de “otros recursos o medios de defensa judicial”, dejando a salvo igual principio al consagrado por el Constituyente respecto a que se utilizara como “mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”, advirtiendo eso sí que la existencia de esos medios sería apreciada “en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante”. 
                   Igualmente, los criterios establecidos para identificar las causales de procedibilidad en estos eventos están cimentados en el reproche que merece toda actividad judicial arbitraria, caprichosa, infundada o rebelada contra las preceptivas legales que rigen el respectivo juicio, con detrimento de los derechos fundamentales de las personas que han sometido la ventilación de sus conflictos a la jurisdicción.
2. En el caso que se examina,  no se vislumbra la prosperidad del amparo pretendido, en la medida que es claro que al estar el accionante vinculado formalmente al proceso penal es bajo ese escenario, donde tendrá que exponer los supuestos fácticos aquí aducidos, como la presunta violación al principio de “non bis idem” y la falta de valoración probatoria.    
En efecto, en providencia de fecha 28 de septiembre de 2011 proferida por la fiscalía cuarta especializada,  dicto resolución de acusación contra el actor  debidamente confirmada por el Superior, la cual da lugar formalmente paso a la fase del juzgamiento,  etapa en la cual deberá hacer uso a plenitud de su derecho de defensa, haciendo uso si es del caso de los recursos ordinarios y extraordinarios que prevé el ordenamiento procesal. 
3. Frente a la presunta violación al debido proceso, revisada la decisión criticada así como las actuaciones adelantadas, no se observa desconocimiento de la ley sustancial, ni  vicios en el procedimiento,  ni ninguna actuación caprichosa, pues los motivos que adujo en su providencia constituyen una interpretación judicial perfectamente válida y razonable la cual se basó en el material probatorio recaudado en la etapa de investigación adelantada por  el cuerpo de investigación de inteligencia de la Policía Nacional, de ahí que no se avizora la configuración de ninguno de los requisitos de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales y, por tanto, no se advierte violación al debido proceso del tutelante.

4. Las anteriores razones se estiman suficientes para confirmar el fallo proferido en la primera instancia. 

III. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, en Sala de Casación Civil, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia impugnada.

Comuníquese telegráficamente lo aquí resuelto a las partes; y, en oportunidad, remítase el expediente a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

FERNANDO GIRALDO GUTIÉRREZ

MARGARITA CABELLO BLANCO

RUTH MARINA DÍAZ RUEDA

ARIEL SALAZAR RAMÍREZ

ARTURO SOLARTE RODRÍGUEZ

JESÚS VALL DE RUTÉN RUIZ
Este documento fue creado a partir del original obtenido en la Corte Suprema de Justicia.
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